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DEVOLUCIÓN DE CANTIDADES ENTREGADAS A
CUENTA EX. LEY 57/1968

REITERA EL TS SU DOCTRINA EN ORDEN A LA RESPONSABILIDAD DEL
BANCO AVALISTA CUANDO EXISTE UNA PÓLIZA COLECTIVA DE AVAL

EN GARANTÍA DE LA DEVOLUCIÓN DE CANTIDADES ENTREGADA A
CUENTA.

� STS 08/01/2020 � Ponente: Franscisco Marín Castán.

Resumen: La compradora de una vivienda sobre plano con-
trata con una promotora que suscribe con el banco Popular
una póliza de garantía, conforme a la Ley 57/1968, de devo-
lución de las cantidades anticipadas por los adquirentes en
caso de que no se entregaran las viviendas y no se les expi-
diera licencia de primera ocupación. Una vez que la vivienda
no fue entregada ni obtenida la referida licencia la compra-
dora solicita por burofax del banco, en ejecución del aval, la
devolución de las cantidades entregadas suscribiendo, ade-
más, con la promotora un documento de resolución del con-
trato por mutuo acuerdo. Posteriormente demanda al
banco la devolución de las cantidades referidas invocando
la existencia de un aval colectivo. La sentencia de primera
instancia admitió la demanda y condenó al banco que inter-
puso recurso de apelación revocando la AP la sentencia
anterior y absolviendo al Banco. La compradora interpone
recuso de casación fundado en la infracción de la Ley
57/1968 y la jurisprudencia que lo interpreta.

La cuestión jurídica que se somete a la decisión del TS,
señala el mismo, tiene que ver únicamente con la respon-
sabilidad que cabe atribuir al banco demandado por su
condición de avalista colectivo. La Ley 57/1968 obliga al
promotor de viviendas en construcción a garantizar la
devolución de las cantidades que entreguen los compra-
dores a cuenta del precio mediante aval o seguro. Recuer-
da el TS que es jurisprudencia reiterada que los compra-
dores tienen derecho a reclamar a la asegurador o avalista
la devolución de las cantidades entregadas con base a un
aval o seguro colectivo aunque no se hubiera llegado a
extender aval individualizado. En este caso, la garantía
prestada por el banco estaba en vigor cuando venció el
plazo de entrega de la vivienda, por tanto, se generó en los
compradores la confianza en garantía de sus anticipos
conforme la Ley 57/1968.

En cuanto a las consecuencias del acuerdo de resolu-
ción del contrato entre la promotora y la demandante,
recuerda el TS que en otra sentencia anterior ya se fijó la
doctrina de que el avalista no responde frente al compra-
dor en caso de extinción del contrato de compra por
mutuo acuerdo anterior a la fecha en que deba entregarse
la vivienda. Sin embargo, en este caso cuando las partes
suscriben el acuerdo resolutorio el contrato ya había sido
incumplido por la promotora y al no devolver ésta las can-
tidades entregadas ha de hacerlo el avalista. Declarada la
responsabilidad del avalista, sólo queda por determinar si
su responsabilidad se limita a las cantidades ingresadas
en la cuenta de la promotora en ese mismo banco. Con-

cluye el TS que el aval prestado por la entidad no puede
limitar su efectividad, por impedirlo la Ley 57/1968 y su
interpretación jurisprudencial, ni en la cantidad, ni en el
tiempo de su vigencia, ni por razón de la cuenta en al que
se ingresaron los anticipos, no, en fin, por razón de que la
cantidad correspondiente a la reserva no conste ingresada
en esta misma cuenta. En consecuencia, el TS casa la sen-
tencia recurrida y confirma íntegramente la sentencia de
primera instancia.
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IMPUGNACIÓN POR EL CONFESANTE DE SU
CONFESIÓN DE PRIVATIVIDAD

CABE LA POSIBILIDAD DE QUE EL CONFESANTE IMPUGNE LA
CONFESIÓN QUE DESVIRTÚA LA PRESUNCIÓN LEGAL DE

GANANCIALIDAD SI BIEN SE EXIGE PARA ELLO UNA PRUEBA EFICAZ Y
CONTUNDENTE.

� STS 15/01/2020 � Ponente: Maria de los Ángeles Parra Lucán.

Resumen: Demandante y demandada contrajeron matri-
monio en 1972 y en 1975 la esposa compra un inmueble
haciendo constar el cónyuge en la escritura que el dinero
utilizado es privativo de la compradora queriendo y con-
sintiendo que así se hiciera contar en el Registro. Años
después el esposo interpone demanda contra su cónyuge
pretendiendo que se prive de eficacia al reconocimiento
que hizo en 1975 basándose para ello en que el dinero
empleado era realmente ganancial lo que, según dice,
habría sido reconocido por la esposa en dos actos poste-
riores a la adquisición:  una escritura de préstamo hipote-
cario suscrita en 1991 en la que se hace constar que el
bien era ganancial y el convenio de separación suscrito
entre ambos en 2009 en el que se da a entender que la
vivienda litigiosa tiene tal carácter ganancial.

El juzgado de instancia desestima la demanda y, recu-
rrida en apelación por el marido, la AP confirma la senten-
cia del juzgado concluyendo que debe prevalecer la con-
fesión de privatividad realizada en la compraventa del
inmueble. Esta sentencia es objeto de recurso de casación
por parte del marido ante el TS, recurso que se basa en un
solo motivo:  la infracción del Art.1-4 CC por inaplicación
de la doctrina jurisprudencial sobre los actos propios.

El TS recuerda que, aunque la compra fue anterior al
año 1981, ya la doctrina y la jurisprudencia estimaban que
era vinculante “inter partes” la declaración hecha por un
cónyuge en relación con el dinero empleado por uno solo
de ellos en la adquisición de un inmueble, doctrina que se
consolida con el actual Art. 1324 CC. Sin embargo, esta
“confesión de privatividad”, desvirtuante de la presunción
de ganancialidad, no es un medio de prueba absoluto,
cabe la posibilidad de que el confesante impugne su
propia confesión si bien se exige para ello “prueba eficaz
y contundente”. Ninguna de las dos pruebas aportadas
por el demandante son determinantes.
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En lo hace a la escritura de préstamo hipotecario de
1991, con independencia de cómo debiera haberse otor-
gado la misma, señala el TS, ni la declaración de ganan-
cialidad en la escritura que, además, no hizo la esposa, ni
la intervención de ésta en la escritura pueden considerarse
prueba del carácter ganancial del inmueble a efectos de
desvirtuar el reconocimiento expreso de privatividad
efectuado por el marido. De otro lado, en lo que hace al
convenio regulador de su separación, si bien hipotética-
mente podría discutirse la eficacia de un acuerdo por el
que, de manera clara, los esposos decidieran desvirtuar
la confesión de privatividad, tampoco hay tal, pues a lo
único que se hace referencia, de manera poco significa-
tiva, es a su uso y ocupación como domicilio por la
esposa y a la continuación de la ocupación por el esposo
de otro domicilio. Frente a la manifestación expresa y
rigurosa del marido, concluye el TS, de ser privativo el
dinero con el que se adquirió la vivienda éstas son mani-
festaciones poco significativas que carecen de trascen-
dencia como para desvirtuar la eficacia de la confesión.
Por todo ello se desestima el recurso y se confirma la
sentencia recurrida.
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RESPONSABILIDAD DEL ADMINISTRADOR POR NO
INSTAR LA DISOLUCIÓN

ACCIÓN DE RESPONSABILIDAD DEL ADMINISTRADOR POR
INCUMPLIMIENTO DE LOS DEBERES LEGALES DE DISOLUCIÓN, EN

RELACIÓN AL PAGO HECHO POR LA FIADORA DE UNA PÓLIZA DE
CRÉDITO ANTE EL INCUMPLIMIENTO DE LA SOCIEDAD DEUDORA.

� STS 16/01/2020 � Ponente: Ignacio Sancho Gargallo.

Resumen: La responsabilidad de los administradores de
una sociedad limitada prevista en el artículo 367 LSC, que
se anuda al incumplimiento de los deberes legales de pro-
mover la disolución de una sociedad, estando ésta incursa
en causa legal de disolución, lo es respecto de las deudas
sociales posteriores a la aparición de la causa de disolución.

Con ocasión de una póliza de crédito suscrita por la
sociedad antes de que surgiera la causa de disolución y
afianzada por una persona física, ésta abona la deuda al
acreedor como consecuencia del impago de la sociedad,
habiendo surgido ya en el momento del pago la causa de
disolución.

La cuestión controvertida gira en torno a determinar
cuándo se entiende que nació la deuda social reclamada
por la fiadora:  con la póliza de crédito afianzada o con el
pago de la fiadora al acreedor principal.

La fiadora asumió sus obligaciones de garante cuando
no había causa de disolución, por lo que el posterior pago
por la fiadora no supone para la sociedad contraer una
nueva deuda estando ya incursa en causa de disolución,
que justifique la responsabilidad solidaria del administra-
dor que incumple el deber legal de disolver.
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OPCIÓN DE COMPRA LIBRE DE CARGAS HIPOTE-
CARIAS

ANTE EL INCUMPLIMIENTO POR EL CONCEDENTE DE UNA OPCIÓN DE
COMPRA DE QUE LA FINCA SE HALLE LIBRE DE CARGAS

HIPOTECARIAS EN EL MOMENTO DE EJERCITARSE LA OPCIÓN, EL
OPTANTE PUEDE PEDIR LA RESOLUCIÓN DEL CONTRATO.

� STS 03/02/2020 � Ponente: Juan María Díaz Fraile.

Resumen: Se celebra un contrato de opción de compra
sobre una finca gravada con un préstamo hipotecario,
estipulándose que en el momento de ejercitarse la opción
de compra, la finca deberá estar libre de cargas.

Ante el incumplimiento por el concedente de la opción
de que la finca se halle libre de la carga hipotecaria en el
momento en que el optante pretende ejercer la opción de
compra, el optante puede elegir entre la resolución del
contrato o su cumplimiento, en ambos casos con la
indemnización de daños y perjuicios (art. 1124 cc), habién-
dose estipulado en el contrato la devolución doblada de
la prima de concesión de la opción como si de unas arras
se tratara.
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DERECHO DE REEMBOLSO DEL DINERO PRIVATIVO
APORTADO A GASTOS FAMILIARES

EXISTE DERECHO DE REEMBOLSO POR EL DINERO PRIVATIVO
APORTADO POR UN CÓNYUGE A UNA CUENTA GANANCIAL QUE SE

DESTINA A ATENDER LOS GASTOS COMUNES DE LA FAMILIA.

� STS 04/02/2020 � Ponente: Francisco Javier Arroyo Fiestas.

Resumen: Se reconoce un derecho de crédito a favor del
cónyuge, frente a la sociedad de gananciales, por las
sumas de dinero de origen privativo que se ingresan
voluntariamente por éste en una cuenta de naturaleza
ganancial, en la que ambos cónyuges tienen plena dispo-
nibilidad, y se dedican a atender los gastos comunes y
ordinarios de la familia, aunque el aportante no se reser-
vase el derecho de reembolso de las mismas.

La autonomía negocial de los cónyuges no implica que
pueda presumirse el ánimo liberal de quien emplea dinero
privativo para hacer frente a las cargas de la familia.
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ILICITUD DE LA CAUSA DE APORTACIÓN Y
LIQUIDACIÓN DE GANANCIALES CON PODER

ILICITUD DE LA CAUSA DE UN NEGOCIO JURÍDICO DE APORTACIÓN A
GANANCIALES CELEBRADO POR UN CÓNYUGE CON PODER DEL

APORTANTE Y SIMULTÁNEA LIQUIDACIÓN DE GANANCIALES, EN LA
QUE EL CÓNYUGE APODERADO SE ADJUDICA EL INMUEBLE Y EL

PODERDANTE MUEBLES SOBREVALORADOS.

� STS 06/02/2020. � Ponente: Antonio Salas Carceller

Resumen: El TS declara la nulidad demandada por un hijo
respecto de dos negocios jurídicos celebrados por su
madre, actuando por sí y en representación de su esposo,
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con un poder que le había conferido, por inexistencia de
causa:  el primero es una aportación a gananciales de un
inmueble de carácter privativo del padre, y el segundo
unas capitulaciones matrimoniales, sustituyendo el régi-
men de gananciales por el de separación de bienes, con
liquidación a continuación de dicha sociedad de modo que
se adjudicaron a la demandada varios inmuebles por un
valor muy inferior al real, mientras que al esposo se hacían
una serie de adjudicaciones de bienes muebles que no res-
pondían a la realidad y que, en cualquier caso, estaban
notoriamente sobrevalorados.

El TS señala que la causa de los negocios no es lícita
en tanto que se opone a la ley, ya que al conducir a un
resultado de notoria disminución del caudal hereditario de
quien falleció días después, es contraria a la norma que
concede determinados derechos hereditarios al hijo, redu-
ciéndolos en gran medida.
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INDEFENSIÓN MATERIAL. DEFECTOS DE
NOTIFICACIÓN EN LA SUBASTA
NO EXISTE INDEFENSIÓN CUANDO LA FRUSTRACIÓN DE LOS ACTOS DE

COMUNICACIÓN PROCESAL ESTÁN CAUSADOS POR LA FALTA DE
DILIGENCIA DEL AFECTADO EN LA DEFENSA DE SUS DERECHOS 

E INTERESES.

� STS 06/02/2020 � Ponente: Juan Maria Diaz Fraile.

Resumen: Habiéndose formalizado préstamo con
garantía de una finca que no era la vivienda habitual del
prestatario e interpuesta demanda de ejecución hipoteca-
ria, la notificación de la demanda de ejecución se dirige al
domicilio fijado a efectos de notificaciones, que es la finca
hipotecada, siendo recogida por el deudor; posteriormente
la notificación que señala la fecha de celebración de la
subasta se dirige de nuevo a la finca hipotecada con el
resultado de “ausente reparto. No retirado” y, en conse-
cuencia, conforme al Art 691 LEC, se publica el correspon-
diente edicto. Celebrada la subasta y aprobado el remate
se notifica personalmente al ejecutado, de nuevo en la fin-
ca hipotecada, y éste interpone recurso de reposición soli-
citando la nulidad de las actuaciones siendo el recurso
rechazado. De otro lado, el deudor interpone demanda
frente al ejecutante y el adjudicatario de la finca
solicitando la nulidad del procedimiento de ejecución por
defecto en la notificación. La sentencia de instancia
desestima la demanda y, apelada, la AP desestima el
recurso, de modo que el deudor interpone recurso de
casación ante el TS alegando indefensión por defectuosa
notificación del señalamiento de la subasta.

El TS, siguiendo la doctrina del TC y su propia jurispru-
dencia, considera que no hay infracción de la norma legal
aplicable ni se ha producido indefensión a quien la invoca
pues la notificación se ha realizado conforme al Art. 691-
2 LEC. No se ha producido indefensión material, pues no

la hay cuando la omisión o frustración de los actos de
comunicación procesal tienen su causa en la falta de dili-
gencia del afectado en la defensa de sus intereses bien
porque se ha colocado al margen del proceso mediante
una actitud pasiva bien cuando resulte probado que
poseía un conocimiento extraprocesal de la existencia del
litigio en el que no fue personalmente emplazado. Y ello
es así incluso en los supuestos de procesos seguidos
“inaudia parte”, esto es, sin que haya acudido una de las
partes, cuando el afectado poseía un conocimiento extra
procesal del litigio. Debe mantenerse la misma conclusión,
continúa el TS, cuando el interesado había tenido un cono-
cimiento del litigio en virtud de la previa notificación per-
sonal de la demanda ejecutiva y del requerimiento de
pago. En este caso, el posible perjuicio sufrido sería impu-
table al propio recurrente quien se desentendió de la mar-
cha del procedimiento. En consecuencia, el TS no aprecia
ni indefensión material ni irregularidad procesal
invalidante del procedimiento.
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ATRIBUCIÓN DE CARÁCTER GANANCIAL Y
DERECHO DE REEMBOLSO

EL ART. 1323 DEL CC AMPARA LOS DESPLAZAMIENTOS
PATRIMONIALES ENTRE EL PATRIMONIO PRIVATIVO Y GANANCIAL;

AHORA BIEN, EL REEMBOLSO PREVISTO EN EL CC PROCEDE, SIEMPRE
QUE NO SE EXCLUYA EXPRESAMENTE, PARA EQUILIBRAR LOS

DESPLAZAMIENTOS PRODUCIDOS.

� STS 12/02/2020 � Ponente: María de los Ángeles Parra Lucán.

Resumen: Se discute entre unos esposos, (que durante
su primer matrimonio pactaron después de adquirir el
bien objeto del litigio, separación de bienes, luego se
divorciaron, más tarde se volvieron a casar entre sí en
gananciales, y por último se separan de nuevo), acerca de
la titularidad de una determinada vivienda.

El juzgado de 1ª instancia señaló que aunque la misma
fue adquirida solo por la esposa en estado de soltera,
(aunque luego se escriturase por ambos cónyuges
durante su primer matrimonio para su sociedad
conyugal), se ha constituido una comunidad sobre tal
vivienda formada:  1) por un lado, por la esposa respecto
de los pagos satisfechos por ella antes del primer matri-
monio y los pagos hechos después de pactar la separación
de bienes; y 2) por la sociedad de gananciales en relación
a las cantidades pagadas durante el primer matrimonio
hasta que estipularon separación de bienes y las satisfe-
chas durante su segundo matrimonio en régimen de
gananciales.

Apelada la sentencia, señala la AP de Valencia que,
como quiera que en la escritura notarial de compra los
cónyuges declararon comprarlo y adquirirlo para su socie-
dad de gananciales, se está en el caso del 1355.1º CC, y,
por tanto, la atribución del carácter ganancial no depende
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de la naturaleza de los fondos empleados, sino en la volun-
tad de ambos cónyuges de atribuir al bien tal carácter.

Recurrida en casación, el TS determina lo siguiente: 
1).- Que lo peculiar de este caso es que los cónyuges

otorgaron conjuntamente escritura pública de compra-
venta después de casados y bajo la vigencia del régimen
de gananciales sin hacer referencia alguna al documento
privado de compra otorgado solo por la esposa en estado
de soltera.

2).- Que la esposa se limita a argumentar que el precio
lo ha pagado ella en su integridad sin explicar por qué se
escrituró como ganancial.

3).- Que aunque el art. 1355 CC se refiere a la adquisi-
ción a título oneroso "durante el matrimonio", debe tener-
se en cuenta que, dada la amplitud con la que el art. 1323
CC admite la libertad de pactos entre cónyuges, ampara
los desplazamientos patrimoniales entre el patrimonio pri-
vativo y ganancial y, en consecuencia, ampara que de
mutuo acuerdo los cónyuges atribuyan la condición de
ganancial tanto a un bien privativo como a un bien en
parte ganancial y en parte privativo.

4).- Que con apoyo en dicho art. 1323 CC, la calificación
del inmueble como ganancial realizada por la AP debe
mantenerse.

5).- Pero que la inclusión en el activo del piso litigioso
debe ir acompañada, sin embargo, del reconocimiento de
un crédito a favor de la esposa por el importe actualizado
del dinero privativo empleado en su adquisición, puesto
que no consta que renunciara al mismo.

6).- Que lo anterior se apoya en que el reembolso que
el CC asocia al empleo de fondos privativos para la adqui-
sición de bienes gananciales, (o de fondos gananciales
para la adquisición de bienes privativos), procede, siempre
que no se excluya expresamente, con el fin de equilibrar
los desplazamientos entre las masas patrimoniales.

7).- Que, por lo tanto, (termina el TS), procede que en
el inventario de liquidación de los gananciales se
reconozca a favor de la esposa un crédito por el importe
actualizado de las cantidades por ella satisfechas para la
compra del inmueble con anterioridad a la celebración del
primer matrimonio, así como las satisfechas por ella des-
pués del pacto de separación de bienes y hasta la celebra-
ción del segundo matrimonio.

8
MOMENTO DE LA DISOLUCIÓN DE LA SOCIEDAD
DE GANANCIALES

EN CASO DE DIVORCIO O SEPARACIÓN JUDICIAL LA DISOLUCIÓN DE
GANANCIALES LA PRODUCE LA FIRMEZA DE LA SENTENCIA COMO UN

EFECTO LEGAL.

� STS 02/03/2020 � Ponente: Maria de los Ángeles Parra Lucán.

Resumen: La cuestión litigiosa que se plantea en este
caso es si debe tomarse como fecha de disolución de la
sociedad de gananciales la de la orden de protección dic-

tada por el juzgado de violencia contra la mujer o la fecha
de la sentencia de divorcio. Tras una denuncia por malos
tratos, abusos y amenazas en el ámbito familiar el
Juzgado dicta un auto acordando una orden de protección
a la mujer y la adopción de medidas en el orden civil; des-
pués de la sentencia de divorcio se dicta sentencia de
absolución en el juzgado penal. En el procedimiento de
liquidación de gananciales, la sentencia del juzgado con-
sideró fecha de la disolución la del auto que adoptó medi-
das de protección y, recurrida en apelación esta sentencia
por el exmarido, la Audiencia Provincial confirmó la sen-
tencia del Juzgado. Entonces, contra esta última
sentencia, el ex marido interpone recurso de casación
ante el TS basado en la infracción de los Arts. 95, 1392,
1394Cc en relación con los Arts 102 y 103Cc.

En primer lugar, el TS recuerda los preceptos del
Código Civil que regulan la disolución de la sociedad de
gananciales de los que resulta que, en caso de divorcio
o separación judicial, la disolución de la sociedad de
gananciales la produce la firmeza de la sentencia como
un efecto legal. Antes de la presentación de la demanda
pueden solicitarse y adoptarse medidas de administra-
ción y disposición de los bienes gananciales pero la Ley
no anuda como efecto automático del auto de medidas
o de la admisión de la demanda la disolución del régimen
de gananciales. De otro lado, el TS señala cómo su
propia jurisprudencia ha admitido que, cuando media
una separación de hecho seria y prolongada en el tiempo
no se integran en la comunidad bienes que, conforme a
las reglas del régimen económico, serían gananciales,
especialmente bienes adquiridos con el propio trabajo o
industria de un solo cónyuge sin aportación del otro;
pero esta doctrina no puede aplicarse de un modo dog-
mático y absoluto, sino que depende de las circunstan-
cias de cada caso. En este supuesto concreto, concluye
el TS, lo que subyace en el debate de las partes es el
reflejo que deban tener en el inventario algunos rendi-
mientos de bienes y las extracciones de dinero de las
cuentas durante el periodo que media entre la orden de
protección y la sentencia de divorcio, atribuyendo la sen-
tencia recurrida a la separación de hecho, que considera
dicha separación se produce a partir del momento en
que se dicta un auto que otorga la orden de protección
a la esposa, el referido efecto automático de disolver la
sociedad de gananciales.

Del Art, 1397Cc resulta que han de incluirse en el
activo los gananciales existentes “en el momento de la
disolución” del régimen económico matrimonial y dicha
disolución se produce, conforme a los preceptos vistos,
con la sentencia de divorcio y, en este caso concreto, no
antes. En consecuencia, el TS casa la sentencia y devuelve
las actuaciones al tribunal de apelación.
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ENRIQUECIMIENTO INJUSTO EN EJECUCIONES
HIPOTECARIAS SEGUIDAS DE VENTA

JURISPRUDENCIA SOBRE EL ENRIQUECIMIENTO INJUSTO EN RELACIÓN
CON LAS ADJUDICACIONES HIPOTECARIAS REALIZADAS EN PÚBLICA

SUBASTA CUANDO VAN SEGUIDAS DE UNA VENTA PRÓXIMA EN EL
TIEMPO QUE AFLORA UNA PLUSVALÍA SIGNIFICATIVA.

� STS 05/03/2020 � Ponente: Juan María Díaz Fraile.

Resumen: El TS tiene señalada la posibilidad de que
pudiera existir enriquecimiento injusto en una adjudicación
al ejecutante del bien ejecutado por la mitad del valor de
tasación (en la actualidad es el 70% si es vivienda
habitual), si fuera seguida de una posterior enajenación por
un precio muy superior al de la adjudicación, que aflorara
una plusvalía muy significativa, y que contrastaría con la
pervivencia del crédito por la parte no satisfecha y su recla-
mación por el acreedor beneficiado con la plusvalía.

En ese sentido, la Ley 1/2013 reformó el art. 579.2 LEC
para establecer que si en el plazo de 10 años desde la adju-
dicación, el ejecutante procede a la enajenación de la
vivienda habitual, la deuda remanente se ve reducida en un
50% de la plusvalía obtenida en la venta.

Sin embargo, en el caso concreto no se cumplen los
presupuestos de la jurisprudencia indicada ya que la finca
fue tasada en 54.692,10 euros y fue adjudicada en el año
2003 a la entidad bancaria acreedora, al quedar desierta la
subasta, en 30.000 euros, cifra superior al 50% del valor
de tasación, y posteriormente fue vendida en el año 2004
por la entidad acreedora por 36.000 euros.

El enriquecimiento injusto solo puede advertirse
cuando tras la adjudicación, y en un lapso de tiempo rela-
tivamente próximo, el acreedor ha obtenido una plusvalía
muy relevante:  en el presente caso sí se cumple el
requisito temporal pero no que el importe de la plusvalía
sea muy relevante.

Por ello, se desestima el recurso de casación.

8

PRIVATIVIDAD PARTE VIVIENDA PAGADA ANTES
MATRIMONIO POR PADRE DE CÓNYUGE
EL PRECIO DE VIVIENDA PAGADO POR EL PADRE DE LA ESPOSA ANTES

DE CELEBRAR EL MATRIMONIO SUPONE UNA DONACIÓN DINERARIA,
QUE NO CUMPLE LOS REQUISITOS DEL ART. 1.353 CC, POR LO QUE ES

PRIVATIVA DE ESE CÓNYUGE LA PARTE DE VIVIENDA PAGADA CON
ESE DINERO.

� STS 03/05/2019 � Ponente: Eugenio Rubio García.

Resumen: El padre de la esposa compra sobre plano una
vivienda en el año 1982, por precio de 2.398.000 pesetas,
pagando en ese momento la cantidad de 1.398.000. El
matrimonio de su hija se celebra (casándose bajo régimen
supletorio de sociedad de gananciales) en 1983, separán-
dose judicialmente en 1991, y disolviéndose el matrimonio
por se disuelve por divorcio en 2005. La escritura de com-
pra de la vivienda se otorga por la esposa en el año 1984,

adquiriendo con carácter presuntivamente ganancial,
pagando la cantidad restante de 1.000.000 de pesetas
mediante subrogación en el préstamo hipotecario.

Al liquidar la sociedad conyugal, se inventaría la
vivienda como ganancial, señalando el Juzgado de Primera
Instancia que tiene carácter ganancial la parte proporcional
de la vivienda por el precio y préstamo abonados antes de
10 de enero de 1.991 (fecha de la separación). La esposa
recurre, y la Audiencia Provincial estima parcialmente el
recurso, considerando que tiene carácter ganancial la parte
de vivienda por los pagos efectuados correspondientes al
1.000.000 de pesetas que restaban por pagar de dicha
vivienda, desde la adquisición de la vivienda el 2 de noviem-
bre de 1984 hasta el 10 de enero de 1991.

La sentencia de instancia, y así lo confirma la
Audiencia, parte de la base de que no es posible que el
padre transmitiera a la hija la propiedad del inmueble ya
que no consta el negocio jurídico con el padre que permitió
a la actora convertirse en titular del inmueble, pues no
consta contrato de compraventa del derecho dominical del
padre, ni por otra parte es factible la donación de bien
inmueble sin escritura pública. Por tanto, lo que podría
existir es una donación de dinero, entendiendo la sentencia
de instancia que las donaciones efectuadas entre el 25 de
mayo de 1.983 en que contrajeron matrimonio y el 10 de
enero de 1.991, en que se separaron, se rigen por el 1.353
del CC que dice:  "Los bienes donados o dejados en testa-
mento a los cónyuges conjuntamente y sin especial desig-
nación de partes, constante la sociedad, se entenderán
gananciales, siempre que la liberalidad fuera aceptada por
ambos y el donante o testador no hubiere dispuesto lo con-
trario".

Sin embargo, considera la Audiencia que estando acre-
ditado que el padre de la actora abono con carácter previo
al matrimonio de su hija la suma de 1.398.000 de pesetas
de las 2.398.000 pesetas del precito total de la vivienda,
no se puede atribuir que estas 1.398.000 pesetas el carác-
ter de ganancial en virtud de la aplicación del artículo 1353
del Código Civil; pues, siguiendo al TS (sentencia de 9 de
mayo de 2007), aunque el artículo 1353 del Código civil
establece una presunción de ganancialidad de los bienes
donados por terceros a los cónyuges, para ello se exige "...
que concurran los requisitos previstos en el propio artículo,
que son:  a) que la liberalidad haya sido aceptada por
ambos cónyuges; b) que el donante no haya establecido lo
contrario, y c) que se trata de una presunción que admite
prueba en contrario".

En este caso, no concurren los requisitos del art. 1.353
CC, pues la donación dineraria tuvo lugar con carácter pre-
vio al matrimonio; no se acredita que fuera aceptada por el
esposo; El contrato de reserva (es una VPO) establece que
la escritura de compra se otorgará "a nombre del compra-
dor o de la persona que éste libremente determine para
cada vivienda"; en la escritura comparece sólo la esposa,
sin expresar que adquiere para la sociedad de gananciales,

18 | EL NOTARIADO INFORMA | mayo-junio 2020 | 

SENTENCIAS CON RESONANCIA



| mayo-junio 2020 | EL NOTARIADO INFORMA | 19

SENTENCIAS CON RESONANCIA

d

y en consecuencia la vivienda se inscribe a favor de ésta
con carácter presuntivamente ganancial.

Finalmente, hay que tener presente que al ser la vivien-
da familiar, la misma corresponderá proindiviso a la socie-
dad de gananciales y al cónyuge o cónyuges respectivos en
proporción al valor de sus aportaciones respectivas.

8
ART. 910 CC. ACCIÓN DE REMOCIÓN DEL
ALBACEAZGO

EN ESTE CASO, ENTREGA PARCIAL DE LEGADOS SIN PREVIO
INVENTARIO, LIQUIDACIÓN NI PARTICIÓN, AÚN SE APARTE DEL

PARECER DE LOS TRIBUNALES, SIN NORMA IMPERATIVA QUE EXIJA LA
PREVIA PARTICIÓN, LA CONDUCTA DE LOS ALBACEAS NO MERECE LA

SANCIÓN DE LA REMOCIÓN.

� SAP 10/10/2019 � Ponente: María del Mar Puyuelo Omeñaca.

Resumen: El supuesto de hecho de partida es un testa-
mento “cuasi-particional” en que la testadora ordena
varios legados de cosas ciertas propias de aquélla, a favor
de cada uno de 3 de sus hijos y de un nieto (menor de
edad), manifestando aparte que con ciertas donaciones
realizadas en vida a favor de un cuarto hijo de la testadora
y unos legados (de liberación) a su favor ya tenía satisfecha
su legítima estricta. Asimismo designa dos albaceas man-
comunados con facultad para entrega de legados y prórro-
ga del plazo legal por cinco años. Éstos, pese a la oposición
por escrito del (luego) demandante proceden a la entrega
parcial de los legados (tres, de los cuatro ordenados) sin
previo inventario, ni liquidación ni partición ni intervención
de todos los legatarios.

La sentencia de la AP confirma la de instancia, que
resolvió una demanda de remoción de los albaceas. La juez
a quo razona que la actuación de los albaceas no merece
su remoción, al haber tenido en cuenta la voluntad de la
testadora, entregando parcialmente los legados apoyándo-
se en una valoración del caudal relicto;

+ el actor les imputa una defectuosa ejecución del tes-
tamento y una entrega parcial de los legados, sin aportar
un inventario que contradiga el de los albaceas ni una valo-
ración diferente del caudal relicto. Considera que lo más
prudente es que los albaceas hubieran recabado informe
de valoración de bienes antes de la entrega parcial de los
legados, si bien no se ha acreditado ni directa ni indiciaria-
mente que su actuación haya comprometido los derechos
del resto de interesados.

– Los albaceas han tenido contacto con todos los here-
deros y legatarios (existen actas notariales), apreciándose
diligencia y precaución al ejecutar el testamento, sin poder
considerar que hayan actuado de forma contraria a lo pre-
venido en el testamento.

– Nada se justifica en relación a la falta de diligencia de
la presentación de la autoliquidación del impuesto pues no
consta resolución sancionadora alguna.

– No existe disposición legal expresa que obligue al
albacea a formar inventario y liquidación y partición antes
de la entrega de los legados.

La sentencia de la audiencia estudia con mucho detalle
2 cuestiones: 

1º.– El cargo de albacea y su remoción, concluyendo
que al no existir causas legales específicas (vid. 910 Cc), y
ser éstas de creación jurisprudencial (hace examen de un
elenco de ellas), es imprescindible un cuidadoso análisis de
la actuación del albacea.

2º.– El análisis de la conducta de los albaceas en el caso
concreto. En este punto: 

Primero, recoge la doctrina jurisprudencial y de la
DGRN de que no es posible la entrega de legados, habiendo
herederos forzosos que no prestan su consentimiento, sin
que preceda la liquidación y partición de la herencia con
expresión de las operaciones particionales de las que resul-
te cuál es el haber y lotes de bienes correspondientes a los
herederos forzosos cuyo consentimiento para la entrega
de los legados no consta, porque solamente de este modo
puede saberse si dichos legados se encuentran dentro de
la cuota de que puede disponer el testador y no perjudica,
por tanto, la legítima de los herederos forzosos.

Segundo. Considera que aunque la actuación de los
albaceas no sea del todo ejemplar y debieran haber ponde-
rado mejor las consecuencias de sus acciones, en vez de
claudicar al deseo de 3 de los legatarios, no merecen san-
ción pues aunque se apartaron del parecer de los tribunales
no infringieron ningún precepto legal imperativo, por lo que
no aprecia negligencia grave. Tampoco obraron de mala fe,
o a sabiendas de que perjudicaban al legatario menor de
edad o a la legítima estricta del demandante. Por lo que su
remoción sería injusta y desproporcionada y supondría un
quebrantamiento de la voluntad de la testadora.
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